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4. En el presente informe, el término “violencia sexual relacionada con los 

conflictos” hace referencia a la violación, la esclavitud sexual, la prostitución forzada, 

el embarazo forzado, el aborto forzado, la esterilización forzada, el matrimonio 

forzado y todas las demás formas de violencia sexual de gravedad comparable 

perpetradas contra mujeres, hombres, niñas o niños varones que tienen una 

vinculación directa o indirecta con un conflicto. Ese vínculo puede evidenciar se en el 

perfil del perpetrador, que a menudo está afiliado a un grupo armado estatal o no 

estatal, lo que incluye a entidades o redes terroristas; el perfil de la víctima, que con 

frecuencia pertenece o se cree que pertenece a una minoría política, étnica  o religiosa 

perseguida o es atacada por razón de su orientación sexual o su identidad de género 

reales o percibidas; el clima de impunidad, que generalmente está relacionado con el 

colapso del Estado; las consecuencias transfronterizas, como el desplazamiento o la 

trata de personas; o el incumplimiento de las disposiciones de un acuerdo de alto el 

fuego. El término también abarca la trata de personas con fines de violencia o 

explotación sexuales, cuando se comete en situaciones de conflicto.  

5. Si bien son muchos los países que se ven afectados por la amenaza, la existencia 

o el legado de la violencia sexual relacionada con los conflictos, el presente informe 

se centra en 19 países respecto de los cuales se dispone de información verificada por 

las Naciones Unidas. Debe leerse junto con mis diez informes anteriores, que han 
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políticas de alto nivel de mi Representante Especial sobre la Violencia Sexual en los 

Conflictos y con el consentimiento de los Estados Miembros. En 2019, el Equipo de 

Expertos contribuyó a hacer frente a la impunidad y a prestar apoyo a las víctimas, 

complementando los esfuerzos realizados por las entidades del sistema de las 

Naciones Unidas por conducto del Punto Focal Mundial para el Estado de Derecho. 

En la República Centroafricana, el Equipo de Expertos siguió prestando asistencia a 

las autoridades nacionales, incluida la unidad conjunta de prevención y respuesta 

rápida para combatir la violencia sexual contra las mujeres y la infancia, para 

aumentar su capacidad de investigar y enjuiciar los casos de violencia sexual 

relacionada con el conflicto. Las Naciones Unidas también prestaron apoyo a una 

audiencia penal celebrada en Bangui dedicada específicamente a la violencia sexual 

y de género. En el este de la República Democrática del Congo, el Equipo de Expertos 

siguió prestando asistencia técnica a las autoridades judiciales congolesas. En Guinea, 

en calidad de miembro de pleno derecho del comité directivo establecido por el 

Gobierno para organizar los juicios de los crímenes cometidos el 28 de septiembre de 

2009, en los cuales al menos 156 personas resultaron muertas o desaparecidas y al 

https://undocs.org/es/A/74/139
https://undocs.org/es/S/RES/2467(2019)
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para satisfacer sus necesidades básicas después de tales atrocidades. La falta de 

financiación para la respuesta programática, incluida la atención de la salud sexual y 

reproductiva, da lugar a importantes deficiencias en el alcance y la cobertura de 

intervenciones que salvan y pueden cambiar vidas.  

12. En el norte de Malí, dos hermanas adolescentes fueron secuestradas y violadas 

en grupo por miembros del Movimiento Nacional de Liberación de Azawad. Tras ser 

liberadas, recibieron tratamiento médico, pero no se presentó ninguna denuncia a la 

policía, a pesar de que la familia sabía quiénes eran los responsables, por temor a las 

represalias. En casos como ese, la impunidad sigue siendo la norma y la rendición de 

cuentas la rara excepción, con lo cual los autores se envalentonan y se perpetúan los 

círculos viciosos de abusos. Este caso ilustra que, en diversas situaciones examinada s 

en el presente informe, el acceso a la justicia sigue estando limitado por una serie de 

factores, incluidos el estigma, la ausencia de medidas de protección de las víctimas y 

los testigos, la limitada disponibilidad de asistencia letrada, el escaso conoc imiento 

de las vías de reparación y la debilidad de las instituciones locales. Hay casos en que 

los propios agentes del sector de la seguridad son cómplices de los delitos o intimidan 

a las víctimas y los testigos. Las mujeres y las niñas se enfrentan a enormes barreras 

de género para acceder a la justicia, que están relacionadas con el desempoderamiento 

social, cultural y económico. A nivel mundial sigue habiendo una discrepancia 

flagrante entre los delitos que se documentan, que son numerosos, y los que se 

enjuician, que siguen siendo escasos.  

13. La cuestión de la reparación por crímenes de violencia sexual relacionada con 

los conflictos ha adquirido más prominencia en el discurso mundial en el último año, 

en el contexto de varios decenios de actividades conexas en el ámbito de la justicia 

de transición. Para que se preste asistencia y se proporcione reparación en la práctica 

se necesitarán estrategias innovadoras para conseguir una financiación sostenible, 

incluidas alianzas con el sector privado, a fin de prestar asistencia a las víctimas en 

contextos en que haya deficiencias respecto a la reparación. Al colmar las deficiencias 

se puede ayudar a los supervivientes a rehacer su vida y restablecer sus medios de 

subsistencia, así como a restaurar la confianza en las instituciones nacionales. No 

obstante, la reparación sigue siendo la medida judicial que los supervivientes más 

tratan de conseguir y menos reciben. En varios de los contextos que se examinan en 

el presente informe, la lentitud de la justicia y la ausencia de reparación han hecho 

que se rec
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transformar las normas sociales perjudiciales por parte de líderes religiosos de todo 

el espectro confesional, incluidos los imanes en Malí, los líderes yazidíes y suníes en 

el Iraq, el Consejo de Iglesias de Sudán del Sur y el Consejo Interreligioso de Bosnia 

y Herzegovina, que han condenado la violencia sexual y han pedido que se hagan 

esfuerzos para aliviar las consecuencias del estigma corrosivas para la sociedad. 

Aprovechando su autoridad moral, los líderes religiosos podrían contribuir en gran 

medida a afrontar las causas profundas de esos crímenes, como la desigualdad de 

género arraigada y los códigos de honor y la vergüenza conexos. Ese compromiso es 

especialmente importante en la era posterior al Estado Islámico en el Iraq y el Levante 

(EIIL), habida cuenta de que las mujeres y niños anteriormente asociados con grupos 

extremistas violentos y terroristas se consideran principalmente “afiliados”, en lugar 

de víctimas. En palabras de una superviviente de la esclavitud sexual de Sinyar (Iraq): 

“Tenía solo 14 años cuando me secuestró el EIIL. Me separaron de mi familia. El 

EIIL nos aprisionó y nos torturó durante tres largos años. Los criminales son ellos, 

pero nosotros seguimos sufriendo y no se les hace rendir cuentas”. Habida cuenta de 

la ideología patriarcal represiva de muchos grupos armados, basada en controlar la 

sexualidad y la reproducción de las mujeres como parte de las estrategias para 

perpetuarse, se ha reconocido que la violencia sexual es una forma de violencia 

extremista y una táctica del terrorismo. No obstante, en los juicios antiterroristas que 
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nombrar a todo el personal e integrando sus gastos operacionales en el presupue sto 

nacional, que está pendiente de aprobación parlamentaria. En agosto, a raíz de las 

denuncias de violencia sexual generalizada en los primeros meses del año a lo largo 

de los corredores de trashumancia cerca de Kaga Bandoro, la unidad conjunta de 

respuesta rápida realizó una investigación sobre el terreno con el apoyo de las 

Naciones Unidas, a raíz de la cual fueron entrevistadas 264 víctimas de violación, 

intento de violación y tortura. Una cuarta parte de ellas indicaron que los autores 

habían sido elementos ex-Seleka y hombres armados sin identificar habían sido 

responsables de los incidentes restantes. Los casos se remitieron a la fiscalía y las 

actuaciones penales se celebraron en los tribunales de apelación de Bangui y Bouar. 

En diciembre se inició en Bangui una vista penal de 22 casos de violencia sexual 

relacionada con el conflicto. El fiscal especial y los jueces de instrucción del Tribunal 

Penal Especial siguieron ejecutando su estrategia de enjuiciamiento y entró en 

funcionamiento la Dependencia de Protección de Víctimas y Testigos. La MINUSCA 

también apoyó la investigación de antecedentes para impedir que se integraran en las 

fuerzas armadas personas que habían cometido actos de violencia sexual.  

 

  Recomendación  
 

23. Felicito al Gobierno por la aprobación del nuevo comunicado conjunto y 

exhorto a que se elabore un plan de acción, con el apoyo de mi Representante 

Especial, y se nombre un asesor especial sobre la violencia sexual relacionada con el 

conflicto en la Oficina del Presidente. Exhorto además a todas las partes a que 

cumplan el acuerdo de paz y pongan fin a los actos de violencia sexual, hagan rendir 

cuentas a los autores y garanticen la seguridad del personal humanitario.  

 

  Colombia  

https://undocs.org/es/CEDAW/C/COL/CO/9
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agentes armados, como las Autodefensas Gaitanistas de Colombia, grupos delictivos 

y grupos disidentes de las FARC-EP, siguen compitiendo por controlar el territorio y 

las economías ilegales locales. Las zonas fronterizas y las rutas de tránsito de los 

refugiados y los migrantes están siendo utilizadas por agentes armados ilegales para 

reclutar a personas vulnerables, en particular indígenas, para realizar actividades 

económicas ilícitas. En ese contexto, las mujeres y las niñas corren un mayor riesgo 

de ser víctimas de la trata de personas, incluida la trata con fines de esclavitud y 

explotación sexuales. La Defensoría del Pueblo informó de 480 casos de amenazas 

contra mujeres lideresas y defensoras de los derechos humanos, incluidos insultos 

misóginos y amenazas de violencia sexual. El acceso a la justicia sigue siendo difícil 

para los supervivientes de la violencia sexual relacionada con el conflicto, en 

particular en las zonas rurales, a pesar de que ha aumentado el número de denuncias 

formales a raíz de los esfuerzos institucionales para resolver el problema. El Sistema 

Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición siguió logrando avances. La 

Jurisdicción Especial para la Paz decretó que no se podía conceder amnistía en los 

casos de violencia sexual relacionada con el conflicto y que en las investigaciones 

relacionadas con el reclutamiento de niños se debían examinar los vínculos de este 
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  Recomendación 
 

30. Celebro que se haya firmado una adición al comunicado conjunto del Gobierno 

y las Naciones Unidas y aliento su cumplimiento efectivo. Insto a la Asamblea 

Nacional a que se asegure de que se apruebe la legislación pendiente sobre la 

protección de las víctimas y los testigos, la prestación de asistencia letrada y el 

establecimiento de un fondo nacional de reparación. Insto al Gobierno a que se 

asegure de que los autores de actos de violencia sexual no se integren en las 

instituciones nacionales.  

 

  Iraq 
 

31. Los civiles que habían sido prisioneros del EIIL en la República Árabe Siria, 

incluidos los supervivientes de la violencia sexual relacionada con el conflicto, 

siguieron regresando al Iraq a lo largo de 2019. En noviembre, la Dirección de 

Asuntos Yazidíes del Ministerio de Habices y Asuntos Religiosos del Gobierno 

Regional del Kurdistán publicó estadísticas sobre los miembros de la comunidad 

yazidí cuya desaparición se había denunciado desde 2014: de los 6.417 yazidíes que 

se estima que estaban secuestrados, 3.524 han sido rescatados o han escapado de sus 
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relativo a la violencia sexual y de género y cumpla las medidas provisionales 

dispuestas por la Corte Internacional de Justicia. Insto al Gobierno a que facilite el 

acceso humanitario a las zonas afectadas por el conflicto y apoye el envío de un asesor 

de protección de las mujeres a la Oficina del Coordinador Residente.  

 

  Somalia 
 

43. El conflicto prolongado en Somalia, junto con el control de facto de 

determinadas zonas por Al-Shabaab y la arraigada desigualdad de género, ha 

aumentado el riesgo de las mujeres y las niñas de sufrir violencia sexual y limitado la 

presentación de informes de manera importante. En 2019, Al-Shabaab siguió 

sirviéndose de la violencia sexual como estrategia de control social en las 

comunidades bajo su influencia. Mujeres y niñas fueron secuestradas y obligadas a 

contraer matrimonio con combatientes sistemáticamente para premiar a estos e 

incentivar a los nuevos reclutas. Mediante esa práctica, los reclutas pueden mejorar 

su posición social casándose con mujeres de clanes más prestigiosos. Muchas mujeres 

y niñas que lograron escapar fueron amenazadas y, en algunos casos, víctimas de 

explotación sexual en campamentos de refugiados y situaciones de desplazamiento. 

La Misión de Asistencia de las Naciones Unidas en Somalia verificó casos de 

violencia sexual relacionada con el conflicto cometida contra 220 niñas y 19 mujeres, 

que se atribuyeron a agentes armados sin identificar (120), Al-Shabaab (26), las 

fuerzas de Yubalandia (18), las milicias de los clanes (19), la policía de Galmudug 

(5), las fuerzas del estado Sudoccidental (4) y la policía de Puntlandia (2). La Fuerza 

de Policía Somalí estuvo involucrada en 14 incidentes y en 32 casos estuvieron 

involucrados miembros del Ejército Nacional Somalí. De todos los casos, 78 (46  %) 

tuvieron lugar en el estado de Yubalandia.  

44. Mi Representante Especial, durante la visita oficial que realizó en julio, acordó 
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  Recomendación 
 

45. 
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  Recomendación 
 

59. 

https://undocs.org/es/S/RES/2140(2014)
https://undocs.org/es/S/2020/70
https://undocs.org/es/S/RES/2511(2020)


S/2020/487 
 

 

24/33 20-03863 

 

fuerzas armadas yemeníes (véase A/HRC/42/17). Además, el Grupo de Eminentes 

Expertos denunció casos de violencia sexual en los centros de reclusión, incluidas las 

cárceles secretas, de las zonas controladas por los huzíes. En un caso, un niño que 

estaba preso en el centro del Organismo de Seguridad Política fue víctima de agresión 

sexual, que consistió en golpes en los genitales, desnudez forzada e intentos de 

violación. El Grupo de Eminentes Expertos concluyó que había “motivos razonables 

para creer que todas las partes en el conflicto cometieron actos de violencia de género, 

incluida la violencia sexual”.  

 

  Recomendación 
 

62. Insto a todas las partes a que se comprometan a prevenir la violencia sexual 

relacionada con el conflicto y responder a ella y a facilitar el acceso en condiciones 

de seguridad del personal humanitario para prestar asistencia a los supervivientes de 

la violencia sexual y de género y las personas en riesgo.  

 

 

 IV. Medidas para hacer frente a los delitos de violencia sexual 
en situaciones posconflicto 
 

 

63. En Bosnia y Herzegovina, acontecimientos que pretenden honrar la memoria de 

las víctimas, como el 25o aniversario de la masacre de Srebrenica y el Acuerdo de Paz 

de Dayton, que se celebrará próximamente, pueden causar nuevos traumas y 

sufrimiento a los supervivientes de la violencia sexual relacionada con el conflicto, 

que han tenido dificultades para ser reconocidos como víctimas legítimas de la guerra 

y a menudo siguen sin disponer de sistemas de apoyo social. Además, el clima de 

polarización política, en que a menudo se manipula el sufrimiento de los 

supervivientes para impulsar las reivindicaciones colectivas, así como las penurias 

económicas y el rechazo social constantes, ha propiciado el trauma transgeneracional, 

que es especialmente evidente en el caso de los niños nacidos como consecuencia de 

violaciones en tiempos de guerra. A modo de respuesta, las au toridades han adoptado 

medidas para mejorar la calidad y aumentar la disponibilidad de la asistencia médica, 

psicosocial, letrada y financiera para los supervivientes. Asimismo, el Ministerio 

Federal de Trabajo y Políticas Sociales ha acelerado la implantación de la categoría 

especial de víctimas civiles de la guerra para alentar el registro de las personas que 

fueron víctimas de la violencia sexual durante la guerra que no se han manifestado 

hasta la fecha. También se han adoptado medidas institucionales para promover un 

enfoque de la prestación de servicios centrado en los supervivientes y mantener las 

mejores prácticas desde el punto de vista ético. Las Naciones Unidas han forjado 

alianzas estratégicas con organizaciones confesionales y grupos juveniles 

comunitarios para promover los discursos transformadores en torno a la violencia 

sexual relacionada con el conflicto. Eso forma parte de un esfuerzo concertado para 

eliminar las normas sociales perjudiciales de avergonzar y culpar a las víctimas, así 

como las amenazas persistentes que sufren las víctimas y las personas que han 

prestado testimonio en los juicios de crímenes de guerra, en el marco de un diálogo 

público más amplio sobre la preservación de la paz.  

64. La situación política de Côte d’Ivoire se ha estabilizado en los últimos años, lo 

cual ha hecho que disminuya la violencia. La reducción de la Operación de las 

Naciones Unidas en Côte d’Ivoire (ONUCI), en 2017, y la eliminación de las Fuerzas 

Armadas de Côte d’Ivoire del anexo del informe anual sobre la violencia sexual 

relacionada con los conflictos, también en 2017 (véase S/2017/249), son indicios 

importantes de que se está avanzando en la consolidación de la paz. Se sigue 

encargando de vigilar la violencia sexual relacionada con el conflicto y de presentar 

informes al respecto un comité nacional integrado por miembros de las fuerzas de 

https://undocs.org/es/A/HRC/42/17
https://undocs.org/es/S/2017/249
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violación y se dé prioridad a las iniciativas para eliminar el estigma en el  marco de 

las medidas para reparar el tejido social destrozado por los conflictos.  

 

 

 V. Otras situaciones preocupantes 
 

 

  Burundi  
 

68. La crisis política y de los derechos humanos que comenzó en 2015 permanece 

inalterada y las mujeres y las niñas corren un riesgo elevado de ser víctimas de la 

violencia sexual, a la que se recurre entre otras cosas como estrategia de intimidación 

y castigo por la afiliación política que se les presume. La Comisión de Investigación 

sobre Burundi recordó, en su informe más reciente, el contexto político en que se han 

cometido delitos en los últimos años, incluidos crímenes de violencia sexual 

(A/HRC/42/49). Durante el período sobre el que se informa, una destacada polít ica 

de la oposición, Marie Claire Niyongere, fue agredida sexualmente y muerta. Muchos 

de los casos de violencia sexual se atribuyeron a las fuerzas de seguridad e 

inteligencia y los miembros del Imbonerakure, el ala juvenil del partido gobernante. 

Los imbonerakures están activos en zonas tanto urbanas como rurales y colaboran 

con las fuerzas nacionales de seguridad, el Servicio Nacional de Inteligencia y las 

autoridades locales. Se han cometido actos de violencia sexual en los lugares de 

residencia de los supervivientes, junto con palizas, secuestros y la ejecución de 

familiares. También hay mujeres que han sido violadas mientras realizaban 

actividades cotidianas de subsistencia, así como cuando intentaban salir del país y, en 

algunos casos, a su regreso. El Gobierno ha creado cuatro centros de atención integral 

para prestar asistencia a los supervivientes de la violencia sexual y de género. Uno de 

los obstáculos para vigilar la situación de los derechos humanos es el cierre de las 

organizaciones no gubernamentales locales independientes y los medios de 

comunicación no afiliados al Gobierno. Este también solicitó el cierre de la oficina 

del ACNUDH en el país, que tuvo lugar en febrero de 2019. La Oficina del Alto 

Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados estima que más de 367.000 

burundeses han buscado refugio en los países vecinos y la Oficina de Coordinación 

de Asuntos Humanitarios ha informado de que 1,77 millones de burundeses necesitan 

asistencia humanitaria.  

 

  Recomendación 
 

69. Insto al Gobierno a que adopte medidas para que los supervivientes de la 

violencia sexual tengan acceso a la justicia y para hacer rendir cuentas a los 

responsables, incluidos los miembros de las fuerzas de seguridad y el Imbonerakure. 

Exhorto al Gobierno a que coopere con los mecanismos de derechos humanos de las 

Naciones Unidas, en particular la Comisión de Investigación. 

https://undocs.org/es/A/HRC/42/49
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incluida la violencia sexual, contra las mujeres y los niños en situaciones de conflicto 

armado, y de los llamamientos que ha dirigido a todas las partes en los conflictos 

armados para que pongan fin a esos actos con efecto inmediato, tales actos siguen 

produciéndose, a menudo con impunidad, y, en algunos casos, han llegado a ser 

sistemáticos y generalizados, alcanzando un grado de brutalidad indescriptible”. De 

conformidad con la solicitud formulada por el Consejo en el párrafo 5 de su resolución 

2467 (

https://undocs.org/es/S/RES/2467(2019)
https://undocs.org/es/S/RES/1960(2010)
https://undocs.org/es/S/2017/249
https://undocs.org/es/S/RES/1960(2010)
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https://undocs.org/es/A/64/742
https://undocs.org/es/S/RES/1960(2010)
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78. Cuarenta y dos de las partes que figuran en la lista no han contraído compromiso 

https://undocs.org/es/S/RES/1267(1999)
https://undocs.org/es/S/RES/1989(2011)
https://undocs.org/es/S/RES/2253(2015)
https://undocs.org/es/S/RES/2368(2017)
https://undocs.org/es/S/RES/2242(2015)
https://undocs.org/es/S/RES/2242(2015)
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 n) Nyatura;  

 o) Mai-




